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Providencia:

Sentencia del 24 de abril de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-004-2017-00342-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Lina Marcela Henao Londoño 

Demandados:

Lotería de Risaralda

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
TRABAJADORES OFICIALES / PRESTACIONES SOCIALES MÍNIMAS SEGÚN LA LEY / RÉGIMEN DE LIQUIDACIÓN Y PAGO DE LAS CESANTÍAS / DIFIERE SEGÚ EL SERVIDOR PÚBLICO ESTÉ AFILIADO A UN FONDO PRIVADO O AL FONDO NACIONAL DE AHORRO.
El Decreto 1919 de 2002, “Por el cual se fija el Régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y se regula el régimen mínimo prestación de los trabajadores oficiales del nivel territorial”, señala en el artículo 4º que  “El régimen de prestaciones mínimas aplicable a los trabajadores oficiales vinculados a las entidades de que trata este Decreto será, igualmente, el consagrado para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional”.

De acuerdo con dicha norma, es obligatoria la remisión al artículo 5º del Decreto 1045 de 1978, en el cual se relacionan las prestaciones a cargo de las entidades de la administración pública del orden nacional de la Presidencia de la República (ministerios, departamentos administrativos y superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades administrativas especiales)…
El Decreto 1582 de 1998 en su artículo 1º establece que “El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos del nivel territorial y vinculados al partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se afilien al Fondo Nacional del Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas pertinentes de la Ley 432 de 1998. (…)

… la relación laboral objeto de esta acción finalizó el  31 de enero de 2016, por lo tanto, aun cuando la Lotería de Risaralda, adeude a la trabajadora sumas por concepto de cesantías, resultado de la orden impuesta en primera instancia…, no procede la sanción solicitada ya que habiendo terminado la relación antes del 15 de febrero de 2016, de haberse encontrado afiliada la actora a un fondo privado, no estaba obligada la demandada a consignar las cesantías del año 2016, sino a entregarlas a su extrabajadora, conforme lo establece el numeral 4º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, como efectivamente lo hizo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora Lina Marcela Henao Londoño contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 18 de septiembre de 2019, dentro del proceso que promueve a la LOTERIA DE RISARALDA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00342-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Lina Marcela Henao Londoño que la justicia del trabajo declare que entre ella y la Lotería de Risaralda existió una relación laboral entre el 1º de agosto de 2008 y el 31 de enero de 2016, pactada mediante sucesivos contratos de trabajo y resoluciones de nombramiento; que como consecuencia de ello, solicita la reliquidación de las prestaciones sociales con base en el salario realmente devengado; la prima de servicios y la bonificación por servicios prestados del año 2016; los salarios dejados de percibir como auxiliar administrativa –tesorería entre el 15 de julio de 2011 y el 31 de enero de 2016; la sanciones moratorias por no pago oportuno de acreencias laborales y por no consignación de las cesantías en un fondo privado, así como la indemnización por despido sin justa causa.

Fundamentó sus pretensiones en que se vinculó a la Lotería de Risaralda el 1º de agosto de 2008 para desempeñarse como supervisora de apuestas permanentes; que a partir del 1º de marzo de 2011 suscribió contrato de trabajo a término indefinido para ocupar el cargo de auxiliar administrativa – tesorería, percibiendo como remuneración mensual la suma de $1.288.718; que el día 15 de julio de 2011, mediante Resolución No 316 de 2011, fue nombraba en encargo para desempeñarse como profesional coordinador contable y de presupuesto, cargo que desempeñó a la par con el de auxiliar administrativa de tesorería-, pero el salario devengado era el asignado para el encargo, esto es $2.600.000; que laboró en estas condiciones por espacio de 4 años y 7 meses, finalizando el encargo 31 de enero de 2016; que mediante contrato No 001-2016, fue designada como Profesional Contable y de Presupuesto, con una remuneración mensual de $2.656.000.

Informa que al momento de terminar el encargo como profesional coordinador contable y de presupuesto, sus prestaciones sociales no sólo fueron mal liquidadas, pues se calcularon con el salario de auxiliar administrativa –tesorería, sino que la entidad accionada canceló dicha suma el 30 de mayo de 2016, incurriendo así en una mora injustificada.

Refiere que el 29 de julio de 2016, la entidad dio por terminado el contrato de trabajo por medio del cual cumplía funciones de como Profesional Contable y de Presupuesto, por expiración del plazo presuntivo.

Por último señala que la prima de servicios que debió percibir en el mes de julio de 2016, no fue cancelada, al igual que la bonificación por servicios prestados correspondiente al 30% del salario percibido.
La demanda no fue contestada oportunamente por la Lotería de Risaralda; sin embargo, al correr traslado de la reforma que de esta realizó  la parte actora, tuvo la oportunidad de pronunciarse en su integridad.  Al respecto, aceptó los hechos relacionados con el vínculo laboral que unió a la demandante con la entidad; los cargos desempeñados por ésta, la remuneración mensual percibida en cada uno de ellos, en relación con los demás supuestos fácticos adujo no ser ciertos.  Respecto a las pretensiones sostuvo que no había lugar a ellas, pues se reclaman prestaciones irregulares basadas en hechos por fuera de la ley.

En sentencia del 18 de septiembre de 2018, el juez de primer grado, luego de analizar las pruebas documentales y testimoniales aportadas al plenario determinó que en efecto la señora Lina Marcela Henao Londoño laboró al servicio de la Lotería de Risaralda como trabajadora oficial a través de tres contratos de trabajo así:
El primero entre el 1° de agosto de 2008 y el 28 de febrero de 2011, el segundo desde el 1° de marzo de 2011 y el 31 de enero de 2016 y el tercero desde el 1° de febrero de 2016 y el 31 de julio de 2016 y que el segundo vínculo terminó por mutuo acuerdo entre las partes.

Encontró el a quo que el contrato vigente entre el 1º de marzo de 2011 y el 31 de enero de 2016, fue liquidado teniendo como base salarial una suma que no correspondía al salario devengado por la actora, por lo que ordenó a la Lotería de Risaralda, proceder a calcular las prestaciones y acreencias laborales de la trabajadora con el salario percibido por ésta durante ese periodo, esto es $2.862.000.
Condenó a sanción moratoria al no advertir buena fe en la actuación de empresa demandada, en tanto que tardó, sin justificación alguna, más de 90 días para cancelar las prestaciones y acreencias laborales a favor de la trabajadora.

La prima de servicios y la bonificación por servicios prestados, fueron negadas al no mediar prueba de su reconocimiento, pues no son prestaciones legalmente consagradas a favor de los trabajadores oficiales.  Igual argumento sirvió para despachar desfavorablemente la indemnización moratoria del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, soportado también en sentencia SL2051-2017 Radicación n.° 45390 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

Inconformes con la anterior decisión la parte actora la apeló señalando que la Lotería de Risaralda al dar respuesta a los hechos de la reforma a la demanda, aceptó contemplar la prima de servicios, por lo tanto debe darse por hecho la existencia del acto administrativo que la reconoce y ordena su pago.
También reprochó la negativa de ordenar el pago de la sanción prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por estimar que al haber sido indebidamente liquidadas las prestaciones sociales cuando fungió como  profesional coordinador contable y de presupuesto, a la fecha existe un saldo insoluto por concepto de cesantías que no fueron debidamente consignadas.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Debe ordenarse el pago de la prima de servicios a favor de la señora Lina Marcela Henao Londoño?
¿Debe reconocerse a favor de la demandante, quien tiene la calidad de trabajadora oficial, la sanción por no consignación de las Cesantías prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. DE LAS PRESTACIONES DE LOS TRABAJADORES OFICIALES DEL ORDEN TERRITORIAL

El Decreto 1919 de 2002, “Por el cual se fija el Régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y se regula el régimen mínimo prestación de los trabajadores oficiales del nivel territorial”, señala en el artículo 4º que  “El régimen de prestaciones mínimas aplicable a los trabajadores oficiales vinculados a las entidades de que trata este Decreto será, igualmente, el consagrado para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional”
.

De acuerdo con dicha norma, es obligatoria la remisión al artículo 5º del Decreto 1045 de 1978, en el cual se relacionan las prestaciones a cargo de las entidades de la administración pública del orden nacional de la Presidencia de la República (ministerios, departamentos administrativos y superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades administrativas especiales), que en su orden son:

“a) Asistencia médica, obstétrica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria;

b) Servicio odontológico;

c) Vacaciones;

d) Prima de vacaciones;

e) Prima de navidad;

f) Auxilio por enfermedad; 

g) Indemnización por accidente de trabajo o enfermedad profesional; 

h) Auxilio de maternidad; 

i) Auxilio de cesantía;

 j) Pensión vitalicia de jubilación; 

l) Pensión de retiro por vejez;

m) Auxilio funerario;

n) Seguro por muerte”. 
2. DE LA SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY 50 DE 1990 EN EL CASO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS.

El Decreto 1582 de 1998 en su artículo 1º establece que “El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos del nivel territorial y vinculados al partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se afilien al Fondo Nacional del Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas pertinentes de la Ley 432 de 1998.

Es así entonces que el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 dispone que “el valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija.  El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo”

3. CASO CONCRETO
De acuerdo con el recurso de apelación formulado por la parte actora, es claro que dos son los puntos específicos en los que plantea su inconformidad, siendo éstos sintetizados en la negativa de reconocer a su favor la prima de servicios del año 2016 y la indemnización por no consignación de las cesantías en un fondo privado.

Respecto al primer tema alega la recurrente que la Lotería de Risaralda a través de su apoderado judicial al dar respuesta al hecho vigésimo séptimo de la reforma de la demanda aceptó haber reconocido la prima de servicios, lo cual indica que debe darse por hecho la existencia del acto administrativo que contempla la prestación.

Sea lo primero advertir que como se hizo notar en precedencia la prima de servicio no es una acreencia laboral cuyo reconocimiento esté previsto a favor de los trabajadores oficiales, por lo tanto, si ésta es reclamada como prestación extralegal, debe traerse al plenario la prueba que ponga en cabeza del empleador esa carga prestacional.  

En este caso, ningún instrumento en ese sentido aportó la accionante por lo tanto no es posible otorgar el citado beneficio.   Ahora bien, es cierto que la entidad al dar respuesta a los hechos que al respecto se formularon en la reforma de la demanda aceptó haber pagado y reconocido la prestación, pero solo a los empleados públicos al servicio de la entidad y recuérdese que la calidad de trabajadora oficial que ostentó la demandante no fue cuestionada en el recurso, por lo tanto, razón le asistió al juez de la instancia al negar la pretensión que en ese sentido formuló la promotora de la acción.

En lo atinente a la negativa del a quo  de ordenar el pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, precisa la Sala que en las pretensiones TERCERA E de la demanda y TERCERA F de la reforma a la demanda  -fl 83- se hace relación a dicha indemnización, pero solo respecto al año 2016, lo que permite inferir que en los años anteriores las cesantías fueron consignadas oportunamente en el respectivo fondo, respecto al que, vale anotar, se desconoce si se trata de uno privado o del Fondo Nacional del Ahorro.

En ese sentido entonces, con independencia de qué entidad se trata, se tiene que el finiquito de la relación laboral objeto de esta acción finalizó el  31 de enero de 2016, por lo tanto, aun cuando la Lotería de Risaralda, adeude a la trabajadora sumas por concepto de cesantías, resultado de la orden impuesta en primera instancia, (consistente en el pago de la diferencia resultante entre la liquidación de las cesantías con el salario devengado como auxiliar administrativo –tesorería y que realmente percibió como profesional coordinador contable y de presupuesto), no procede la sanción solicitada ya que habiendo terminado la relación antes del 15 de febrero de 2016, de haberse encontrado afiliada la actora a un fondo privado, no estaba obligada la demandada a consignar las cesantías del año 2016, sino a entregarlas a su extrabajadora, conforme lo establece el numeral 4º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, como efectivamente lo hizo.  En ese entendido, es claro que negativa de condenar por ese concepto a la demandada debe mantenerse pero por las razones aquí expuesta.

En el anterior orden de ideas, al no existir mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada en su integridad.

Costas en esta instancia a cargo de la recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,
RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 18 de septiembre de 2018.

Costas en esta instancia a cargo de la señora Lina Marcela Henao Londoño.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� Artículo 38 de la ley 489 de 1998
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